COPIAS SIMPLES – Valor probatorio

“Es necesario destacar la modificación introducida por el artículo 11 de la ley 1395 de 2010, que cambió el inciso cuarto del artículo 252 del C.P.C., para señalar que los documentos privados elaborados o suscritos por las partes, incorporados al proceso en original o copia se presumen auténticos, sin necesidad de presentación personal ni autenticación, salvo los que provienen de terceros que revisten la condición de dispositivos.”
Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor a la prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las entidades demandadas.

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA – Titular – Relación jurídica 

“La legitimación en la causa consiste, de un lado, en ser titular de la relación jurídica, del derecho o del interés que se invoca como fundamento de las pretensiones que se aducen, y, de otro lado, en ser el sujeto frente a quien deben aducirse y controvertirse esas concretas pretensiones. (…) Por consiguiente, la legitimación en la causa no es un presupuesto procesal sino una condición necesaria para obtener una sentencia favorable a las pretensiones. (…) En efecto, si quien carece de legitimación en la causa son los demandantes, o alguno de ellos, no se puede acceder a las pretensiones que aducen toda vez que no ostentan la titularidad de la relación jurídica, del derecho o del interés sustancial que les sirve de soporte a sus pedimentos; y si quienes no están legitimados en la causa son los demandados, o alguno de ellos, ninguna pretensión puede ser concedida en su contra puesto que lo pretendido ha debido controvertirse con otro u otros sujetos. (…) Luego, la falta de legitimación en la causa jamás conduce a una sentencia inhibitoria sino a una decisión de fondo que desestima las pretensiones de la demanda en relación o frente a quienes no están legitimados, según sea el caso.” 

DELEGACIÓN DE FUNCIONES – Noción – Características 

la figura de la delegación administrativa pueda conceptualizarse como un instrumento jurídico de la actividad pública mediante el cual un funcionario u organismo competente transfiere, en las condiciones señaladas en el acto de delegación y en la ley, a uno de sus subalternos o a otro organismo, una determinada atribución o facultad, siempre y cuando se encuentre legalmente autorizado para ello.

Son varias las características de la delegación a las cuales, en precedentes ocasiones, se ha referido la jurisprudencia de esta Corporación: a. En primer término, se ha señalado que la finalidad para la cual ha sido creada consiste en posibilitar una distribución de competencias entre las diversas instancias de la Administración, que facilite el cumplimiento de las tareas a ella asignadas con mayores eficiencia, eficacia y celeridad. b. En segundo término, se ha indicado que la delegación es una excepción al principio de la improrrogabilidad de la competencia, razón por la cual la antedicha delegación debe estar regulada por la ley.

DELEGACIÓN – Revocable – Transfiere el ejercicio – No transfiere titularidad

Dos aspectos interesa destacar de esta afirmación: el primero, que en la medida en que la delegación es esencialmente revocable y en cualquier momento el delegante puede reasumir la competencia delegada, se transfiere tan sólo el ejercicio, mas no la titularidad de la misma, la cual se mantiene siempre en el catálogo de funciones asignadas por la ley al empleo público correspondiente. Y, el segundo, que si bien tanto la ley y la jurisprudencia (recién citada( como la doctrina han señalado, en no pocas ocasiones que “el objeto de la delegación es la competencia o autoridad que ostenta el delegante para ejercer las funciones de su cargo”, es lo cierto que el propio Constituyente colombiano zanjó la cuestión al establecer que lo delegable son las funciones propias del cargo del cual se trate.

DELEGACIÓN – Procedencia de recursos – Actos administrativos – Expedidos por el delegatario 

En cuanto a los recursos que proceden contra los actos administrativos expedidos por el delegatario, en ejercicio de las facultades delegadas (asunto cuya determinación el artículo 211 de la Constitución Política defiere al legislador( según la redacción del primer inciso del artículo 12 de la Ley 489 de 1.998, se ha señalado que “como quiera que el delegatario actúa como si lo estuviera haciendo el delegante”, contra las decisiones que aquél adopta en ejercicio de las atribuciones delegadas proceden los mismos recursos que sería viable ejercer en contra de los actos administrativos proferidos por éste (quien, como se ha dicho, mantiene la titularidad de la competencia delegada(. 

DELEGACIÓN – Responsabilidad – Delegante − Delegatario

Por último, en relación con la responsabilidad de delegante y delegatario una vez se ha producido la delegación, la cuestión parecería no ofrecer complejidad alguna si se tiene en cuenta que la previsión contenida en el inciso segundo del artículo 211 de la Constitución parece ser contundente: “La delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual corresponderá exclusivamente al delegatario”. Sin embargo, la Corte Constitucional abordó el punto al estudiar la constitucionalidad del parágrafo 4º del artículo 2 de la Ley 678 de 2.001, norma por cuya virtud, en materia contractual, el acto de delegación no exime de responsabilidad al delegante, quien, en consecuencia, puede ser llamado a responder solidariamente con el delegatario por vía de acción de repetición o de llamamiento en garantía.

DELEGACIÓN – Responsabilidad – Delegante

Siempre que el demandante dirija sus ataques en la demanda y satisfaga las exigencias probatorias correspondientes, en aras de acreditar que el delegante tuvo participación o incidencia, por ejemplo, en la configuración de la desviación de poder, la falsa motivación, el vicio de procedimiento, etcétera, en el cual encuentre el juez incurso al acto administrativo sobre cuya legalidad decide, nada obsta para que, atendidas las circunstancias del caso concreto, también pueda deducirse responsabilidad al delegante, más allá de la que le quepa al funcionario o entidad pública delegataria.
FUERZA MAYOR – Noción – Características 
“En primer término, tenemos que la fuerza mayor se define por el artículo 1º de la Ley 95 de 1890 que subrogó el artículo 64 del Código Civil el imprevisto a que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los autos (sic) de autoridad ejercidos por un funcionario público.” Esta definición contiene sus características esenciales, la imprevisibilidad y la irresistibilidad,  a lo cual se suma que el hecho debe ser externo al sujeto que lo padece, estos deben darse concurrentemente, de modo que si falta uno de ellos, ya no se estaría en presencia de una casual de exoneración de responsabilidad, por esta razón en cada caso concreto deben valorarse todos los elementos de juicio disponibles en el proceso, para llegar al convencimiento de que se configura la causal. Debe advertirse que para que se configure la causal de exoneración de responsabilidad por fuerza mayor, se requiere que el hecho sea determinante en la producción del daño y además de acuerdo con las normas procedimentales, la carga de la prueba radica en cabeza de quien alega la causal, en este caso la parte demandada debe probar en el proceso con el fin de obtener el reconocimiento de la causal y la consecuente exoneración de responsabilidad.
FUERZA MAYOR – Noción − Ley 685 de 2001 − Artículo 52

“Fuerza mayor o caso fortuito. A solicitud del concesionario ante la autoridad minera las obligaciones emanadas del contrato podrán suspenderse temporalmente ante la ocurrencia de eventos de fuerza mayor o caso fortuito. A petición de la autoridad minera, en cualquier tiempo, el interesado deberá comprobar la continuidad de dichos eventos.”  
FUERZA MAYOR − Causa eximente de responsabilidad
La fuerza mayor es considerada en nuestro ordenamiento jurídico como causa eximente de responsabilidad, por cuanto viene a justificar el incumplimiento de la correspondiente obligación.
Por otro lado, se advierte que la fuerza mayor constituye una causal de justificación para el no cumplimiento de las obligaciones durante el tiempo que dure la eventualidad dentro la vigencia del contrato. Pero lo anterior, no es óbice, para que las partes acuerden la ampliación del plazo de ejecución del contrato como consecuencia de ocurrir la eventualidad, siempre que no haya impedimento legal. 

CONTRATO DE CONCESIÓN – Duración − Ley 685 de 2001 – Artículo 70

En este mismo sentido, el legislador posteriormente en la Ley 685 de 15 de agosto de 2001, dispuso: “Artículo 70. Duración total. El contrato de concesión se pactará por el término que solicite el proponente y hasta por un máximo de treinta (30) años. Dicha duración se contará desde la fecha de inscripción del contrato en el Registro Minero Nacional.” 
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Radicación número: 25000-23-26-000-2006-02196-01(40632)
Actor: CONSTRUCTORA PALO ALTO & COMPAÑÍA S. EN C.
Demandado: INGEOMINAS - MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección-A-, el 16 de septiembre de 2010, a través de la cual decidió:

“PRIMERO: Declarar probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, formulada por el Ministerio de Minas y Energía. 

SEGUNDO: NEGAR las pretensiones de la demanda. 

TERCERO: Sin condena en costas. 

(…)” 

I. ANTECEDENTES

1. La demanda

Mediante escrito presentado el 02 de agosto de 2006,
 la CONSTRUCTORA PALO ALTO y CIA S en C., a través de apoderado judicial, en ejercicio de la acción contractual, formuló demanda contra el MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA, el INSTITUTO COLOMBIANO DE GEOLOGÍA Y MINERÍA., con el fin de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:

“PRIMERA: Que se declare la nulidad del artículo primero de la Resolución SFOM 085 de 27 de octubre de 2005, que no aceptó la suspensión de términos de los términos del Contrato 16.569 y del artículo primero de la Resolución SFOM Nro. 069 de 15 de marzo de 2006, que confirmó todas y cada una de las partes de la Resolución SFOM 085 de 2005, ambas expedidas por el INSTITUTO COLOMBIANO DE GEOLOGÍA Y MINERIA, INGEOMINAS, que ordenaron: 

3-1-1- RESOLUCIÓN SFOM Nro. 085 de 27 de octubre de 2005. ARTÍCULO PRIMERO. – No aceptar la solicitud de suspensión de términos del Contrato 16569, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente resolución. (Lo resaltado fuera del texto original).

3-1-2-  RESOLUCIÓN SFOM 069 de 15 de marzo de 2006. ARTÍCULO PRIMERO.- Confirmar en todas y cada una de sus partes la Resolución Nro. SFOM 085 de octubre de 2005, por las razones expuestas en la parte motiva del presente proveído. (Lo resaltado fuera del texto original). 

SEGUNDA: Que como consecuencia de la declaración que antecede, si a ella se accede, se declare el correspondiente restablecimiento del derecho, consistente en reconocer por fuerza mayor y caso fortuito, la suspensión solicitada, con oficio radicado en MINERCOL 002954 de julio 6 de 2001 y sus consecuentes efectos sobre las obligaciones contractuales y temporales en la duración del Contrato de Concesión Nro. 16.569. 

Se anexa para que sea decretada y obre como prueba copia del oficio radicado MINERCOL 002954 DE 6 DE JULIO DE 2001. (PRUEBA Nro. 1) 
TERCERA: Que el tiempo que dure el trámite de la demanda hasta el momento del fallo y desde la fecha de suspensión ordenada por la CAR., Mediante la Resolución Nro. 0311 de 2001, que suspendió indefinidamente la actividad minera del Contrato de Concesión Nro. 16.569, no sea contabilizado para el tiempo de duración del contrato y sus obligaciones. 

CUARTA: Que se declare que el periodo de inexploracion a partir del 5 de marzo del 2001, fecha de notificación de la resolución 311 de 2001, hasta que concluya el proceso, no tendrá los efectos resolutorios previstos en el artículo 112 de la ley 685 de 2001, Código de Minas.  

QUINTA: Que el INSTITUTO COLOMBIANO DE GEOLOGÍA Y MINERÍA- INGEOMINAS-, quede obligado al cumplimiento de la sentencia dentro del término señalado en el artículo 177 del Código Contencioso Administrativo. 

SEXTA: Que se condene al MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA y a INGEOMINAS a pagar las costas y los gastos del proceso”. 

Estimó los perjuicios causados con ocasión de la expedición de los actos administrativos cuya nulidad se pretende en Trescientos Veintidós Millones Trescientos Cincuenta y Ocho Mil Cuatrocientos Pesos $322.358.400”.  

2. Hechos 

El Ministerio de Minas y Energía, expidió la Resolución Nro. 5001 de 4 de enero de 1993, mediante la cual otorgó al señor Ricardo Vanegas Sierra, la Licencia Nro. 16.569 para la explotación técnica de un yacimiento de materiales de construcción en el Municipio de la Calera (Cundinamarca). 

La CONSTRUCTORA PALO ALTO Y CIA S en C., es beneficiaria de los TÍTULOS vigentes Mineros, Contratos de Concesión Nro. 16.569 y 16.715 firmados con el Ministerio de Minas y Energía- de 12 de julio y el 15 de agosto de 1993, respectivamente, los cuales fueron inscritos en el Registro Minero Nacional, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 293 del Decreto 2655 de 1988.  

Sin embargo, la CAR, a través de la Resolución Nro. 0311 de 27 de febrero de 2001, ordenó la suspensión indefinida de las actividades mineras y ambientales desarrolladas en los contratos de concesión 16.569 y 16.715, al considerar aplicable el principio de precaución, ya que la actividad podía ocasionar graves daños al medio ambiente. 

Por las razones anotadas, la demandante solicitó a la autoridad delegada para ese momento –MINERCOL LTDA.-, la suspensión de los términos contractuales. Sin embargo, MINERCOL LTDA., y luego INGEOMINAS, durante los 3 años que duró la suspensión, nunca se manifestaron acerca de la solicitud de suspensión de términos contractuales por causa de fuerza mayor o caso fortuito.  

La autoridad ambiental despojó de las tierras y derechos mineros a la demandante y denunció penalmente a Ricardo Vanegas Sierra por delitos relacionados con daño a los recursos naturales y explotación ilícita de yacimiento minero, por lo que se llamó a indagatoria y procedieron a congelar la totalidad de los bienes inscritos de la sociedad que este representaba. 

Así pues, se intentó mediante acciones populares, dejar sin efectos jurídicos los títulos mineros de los contratos de concesión Nros. 16569 y 16715. No obstante el Consejo de Estado dentro del proceso AP-2001-0398, al estudiar la legalidad minera y ambiental de dichos contratos, llegar a la certeza de su legalidad, negando las pretensiones de los actores. 

La CAR, habiendo sostenido la ilegal suspensión provisional por indefinido 3 años, con falsa motivaciones y denuncias penales, y ante el fallo a favor del demandante dentro del proceso AP-2001-0398, reconoció su arbitrariedad y mediante la Resolución Nro. 366 de 2004 levantó la medida preventiva de suspensión de actividades mineras al aquí demandante. 
No obstante, INGEOMINAS, profirió la Resolución SFOM 069 de 15 de marzo de 2006, mediante la cual confirmó la Resolución SFOM 085 de octubre de 2005 la cual negaba la suspensión del contrato y ordenó el retiro y desalojo inmediato de las obras y labores mineras adelantadas dentro del área del contrato de concesión, prácticamente con los mismos argumentos que tuvo la CAR para la orden de suspensión provisional, esto es, con base en los presuntos delitos.

El Ministro de Minas y Energía, luego de comprobar las irregularidades cometidas en la expedición de la Resolución SFOM 069 de 2006, mediante oficio Nro. 607940 de 12 de mayo de 2006, requirió al director de INGEOMINAS, para que revisara los actos administrativos, en especial en lo relacionado a la orden de desalojo. Por lo que mediante Resolución SFOM Nro. 111 de 15 de mayo de 2006, se revocó dicha orden. 

Concepto de la violación 

Manifestó que el funcionario de INGEOMINAS recurrió a la falsa motivación, al hacer referencia a que el predio donde se encontraba la explotación minera se consideraba incompatible con la minería porque hacia parte de la reserva forestal de los cerros orientales de Bogotá, declarada mediante Resolución Nro. 076 de 1977 del Ministerio de Agricultura, afirmación contraria a la realidad, toda vez que el predio está ubicado en la Calera. En todo caso, sostuvo que la decisión de la CAR de suspender la explotación minera durante el lapso de 3 años, configuró la fuerza mayor, por lo que INGEOMINAS debió acceder a la solicitud de suspensión del plazo del contrato de explotación.  

3. Actuación procesal

3.1. La demanda fue presentada el 02 de agosto de 2006, en la Secretaria de la Sección Tercera del Consejo de Estado como acción de nulidad y restablecimiento del derecho, Corporación  que en providencia del 3 de noviembre de 2006, remitió el expediente a la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en la que se señaló que el asunto es de controversias contractuales porque se solicitó la nulidad de unos actos administrativos relativos a la ejecución del contrato de minería.
 

3.2. Mediante auto de 1º de marzo de 2007, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, ordenó corregir la demanda, para que se señalara la estimación razonable de la cuantía por concepto de perjuicios.
 Se procedió a corregir la demanda y la cuantía fue estimada en $ 322.358.400.
 

3.3. Una vez corregida la demanda, fue admitida a través de auto de 19 de abril de 2007. En la misma providencia se negó la solicitud de suspensión provisional contra el acto atacado.
 El 23 de abril de 2007 se notificó el procurador, el 15 de mayo al Director de INGEOMINAS y el 11 de mayo del mismo año al Ministerio de Minas y Energía.
 

3.4. La demanda fue contestada mediante escrito de 13 de junio de 2007, por el Ministerio de Minas y Energía
, el cual excepcionó la falta de legitimación en la causa por pasiva, al considerar que INGEOMINAS gozaba de plena autonomía y estaba legalmente facultada para representarse directamente en los procesos que contra ella se adelanten. 

Adujo que el Ministerio de Minas y Energía no fue la entidad que se encargó de emitir los actos administrativos demandados, toda vez, que la entidad ha delegado la suscripción, el control y el seguimiento de los contratos de concesión minera a INGEOMINAS.

Por otro lado, excepcionó la caducidad de la acción, toda vez, que el término que tiene para impugnar el acto administrativo es de cuatro meses, y no se hizo dentro del plazo estipulado.    

3.5. El 20 de junio de 2007, el apoderado de IGEOMINAS contestó la demanda señalando que la autoridad minera negó la solicitud de suspensión de términos, toda vez, que de conformidad con el artículo 52 de la Ley 685 de 2001, lo que procede en casos de la ocurrencia de fuerza mayor o caso fortuito, es la suspensión de las obligaciones emanadas del contrato.
 

3.6. Mediante providencia de 2 de agosto de 2007, se abrió el proceso a pruebas.
 La etapa probatoria se cerró el 25 de octubre  de 2007 y se ordenó dar traslado a las partes para alegatos de conclusión.
  

La Sociedad Constructora Palo Alto y CIA, en C, rindió alegatos de conclusión,
 en el que expresó que según el certificado de IGAC, el área del Contrato de Concesión se encontraba por fuera de Bogotá D.C., y de la Reserva Forestal Cerros Orientales de Bogotá, por lo que INGEOMINAS negó la suspensión provisional del contrato con falsa motivación. 

Por su parte, el Ministerio de Minas y Energía, señaló que a esta entidad no le es imputable el presunto daño, toda vez, que no fue quien profirió los actos administrativos y que INGEOMINAS tiene personería jurídica y patrimonio autónomo.
 

A su turno, la apoderada de IGEOMINAS presentó los alegatos de manera extemporánea y el ministerio público guardó silencio.

4. Sentencia de primera instancia

Consideró procedente la excepción de la falta de legitimación en la causa por pasiva del Ministerio de Minas y Energía, puesto que las pretensiones están dirigidas a obtener la nulidad y consecuente restablecimiento de unos actos administrativos expedidos por INGEOMINAS como entidad delegada, de modo que, siendo INGEOMINAS la autoridad minera delegada, es la llamada a responder por los actos demandados, en atención a los preceptos del artículo 12 de la Ley 489 de 1998. 

Por otro lado, señaló que la caducidad de la acción no prospera, toda vez, que el término de caducidad aplicable al caso bajo examen es de 2 años contados desde el 5 de abril de 2006, fecha en la que se notificó la resolución del recurso de reposición, y como la demanda se presentó el 2 de agosto de 2006, la caducidad de la acción no había operado. 

Previo a la resolución del caso concreto, desestimó la valoración de varios documentos obrantes en el proceso por obrar en copia simple. 

Ahora bien, en el presente caso, la parte demandante, pretendió que se declare la nulidad de los artículos primero de la Resolución SFOM 085 de 27 de octubre de 2005 y primero de la Resolución SFOM 069 de 15 de marzo de 2006, expedidas por INGEOMINAS. De igual forma, solicitó el restablecimiento del derecho por la no suspensión del contrato y sus obligaciones.  

El a-quo concluyó, que en el presente caso no se configuró la falsa motivación alegada por el demandante, porque la negativa de suspender los términos del contrato de Concesión Nro. 16569, no obedeció a la causal de fuerza mayor, toda vez que el concesionario sabía que el no cumplimiento del plan de manejo ambiental, podía conllevar a la adopción de medidas restrictivas por la autoridad ambiental. 

Sostuvo que si en gracias de discusión, se aceptara que la Resolución CAR Nro. 0311 de 2001, configuraría para este caso concreto una fuerza mayor, el término de duración de los contratos de concesión, no podía exceder el plazo de 30 años de conformidad con los artículos 69 del Decreto 2655 de 1988 y 70 de la Ley 685 de 2001. 

El Tribunal aclaró, que si bien mediante Resolución Nro. 1462 de 27 de diciembre de 2006 se revocó directa  y parcialmente el acto administrativo que impedía ejercer la actividad minera, este hizo estricta referencia al desalojo injustificado de las obras y labores mineras adelantadas en el área del contrato de concesión Nro. 16569 y no a la negativa de la suspensión de los términos solicitada por la demandante. 

Con fundamento en lo anterior, la duración del contrato puede ser hasta de 30 años y frente a la configuración de una fuerza mayor o caso fortuito se configura es una suspensión de las obligaciones y no del plazo, como lo pretende el aquí demandante. En el presente caso, sólo se está exigiendo a la sociedad Constructora Palo Alto y Cía. S en C., el cumplimiento de las obligaciones contractuales derivadas del periodo en que realmente desplegó su actividad minera.

5. Recurso de apelación 

El recurso fue presentado por la parte actora el 5 de octubre de 2010
, se concedió mediante auto de 18 de noviembre del mismo año.
 Por auto de 23 de febrero de 2011, se admitió el recurso en el Consejo de Estado.

El apelante señaló la importancia de darle valor probatorio a las copias simples obrantes en el proceso, más aún cuando son documentos públicos los cuales se presumen auténticos. Por tanto, que se acceda a las pretensiones conforme a las pruebas que obran dentro del proceso. 

6. Actuación en segunda instancia 

A través de proveído del 16 de marzo de 2011, se corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión.
 

El Ministerio de Minas y Energía sostuvo que no existe juicio de imputación en su contra, toda vez que éste no tomó ninguna acción ni ninguna omisión que diera lugar al objeto de controversia.
 

La parte actora reiteró los argumentos esbozados en el recurso de apelación, esto es, de reconocer las pretensiones de la demanda de conformidad con el material probatorio allegado, así mismo, anexó dos documentos para que se tengan como prueba.
  

INGEOMINAS sostuvo que en relación con el tiempo que duró la suspensión de actividades mineras ordenada por la CAR, por lo tanto, durante ese periodo el titular minero se encontraba en imposibilidad para cumplir con las obligaciones emanadas del título, pues con ello lo que pretende es ampliar ilegalmente el término del contrato de concesión. No obstante, señaló que el titular minero incumplió con ciertas obligaciones en los años 1995 a 2000 y 2004 a 2006.
   

El Ministerio Público guardó silencio.

El proyecto entró al Despacho para fallo, el 6 de abril de 2011.

II. CONSIDERACIONES

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, para lo cual se hace necesario estudiar, los siguientes aspectos: i) competencia; ii) acervo probatorio; iii) análisis del caso concreto, iv) y la condena en costas.  

1. Competencia.

El Consejo de Estado es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia de primera instancia, teniendo en cuenta que el valor de las pretensiones por concepto de perjuicios materiales, se estimó en el valor de $322.358.400, por concepto de lucro cesante y la cuantía que se requería para la época de presentación de la demanda en acción de controversias  contractuales – 10 de octubre de 2006
 – para que el asunto fuera susceptible del recurso de apelación, era superior a quinientos salarios mínimos (500 smlv).

2. Acervo probatorio.

El acervo probatorio está integrado por las pruebas aportadas directamente por las partes y por las ordenadas por el A quo. Al respecto, es preciso indicar que en lo que se refiere a las copias simples, dado que han obrado a lo largo del proceso y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes conforme a los principios de buena fe y lealtad procesal que rigen toda actuación judicial, se les dará valor probatorio.

Al respecto, la Sección unificó su posición en reciente providencia:

“Es necesario destacar la modificación introducida por el artículo 11 de la ley 1395 de 2010, que cambió el inciso cuarto del artículo 252 del C.P.C., para señalar que los documentos privados elaborados o suscritos por las partes, incorporados al proceso en original o copia se presumen auténticos, sin necesidad de presentación personal ni autenticación, salvo los que provienen de terceros que revisten la condición de dispositivos.”

(…)

"Ahora bien, una vez efectuado el recorrido normativo sobre la validez de las copias en el proceso, la Sala insiste en que -a la fecha- las disposiciones que regulan la materia son las contenidas en los artículos 252 y 254 del C.P.C., con la modificación introducida por el artículo 11 de la ley 1395 de 2010, razón por la cual deviene inexorable que se analice el contenido y alcance de esos preceptos a la luz del artículo 83 de la Constitución Política y los principios contenidos en la ley 270 de 1996 -estatutaria de la administración de justicia.

Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor a la prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las entidades demandadas.

El anterior paradigma, como se señaló, fue recogido por las leyes 1395 de 2010, 1437 de 2011, y 1564 de 2012, lo que significa que el espíritu del legislador sin anfibología, es modificar el modelo que ha imperado desde la expedición de los Decretos leyes 1400 y 2019 de 1970. En otros términos, a la luz de la Constitución Política negar las pretensiones en un proceso en el cual los documentos en copia simple aportados por las partes han obrado a lo largo de la actuación, implicaría afectar -de modo significativo e injustificado- el principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, así como el acceso efectivo a la administración de justicia (arts. 228 y 229 C.P.)…”

(…)

“Las reglas relativas a la valoración de las copias, que podrán entrar en vigencia el 1º de enero de 2014, según lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 627 del C.G.P., son las siguientes: (…). Cuando entre en vigencia el acápite correspondiente a la prueba documental, contenida en el C.G.P., se avanzará de manera significativa en la presunción de autenticidad de los documentos, lo que es reflejo del principio de buena fe constitucional; lo anterior, toda vez que de los artículos 243 a 245 del C.G.P., se pueden extraer algunas conclusiones: i) los documentos públicos o privados, emanados de las partes o de terceros, en original o en copia, se presumen auténticos, ii) es posible que las partes los tachen de falsos o los desconozcan, lo que originará que se surta el respectivo trámite de la tacha, iii) los documentos se pueden aportar al proceso en original o en copia, iv) las copias, por regla general, tendrán el mismo valor probatorio que el documento original, salvo disposición especial en contrario, v) cuando se aporta un documento en copia, corresponde a la parte que lo allega indicar -si lo conoce- el lugar donde reposa el original para efectos de realizar el respectivo cotejo, de ser necesario, y vi) las partes pueden solicitar el cotejo de los documentos aportados en copias.  Por consiguiente, el legislador ha efectuado un constructo que busca superar la rigidez y la inflexibilidad de un sistema procesal basado en los formalismos, que distancia a las partes en el proceso, crea costos para los sujetos procesales y, en términos de la teoría económica del derecho, desencadena unas externalidades que inciden de manera negativa en la eficiencia, eficacia y la celeridad de los trámites judiciales.”

La Sala destaca las pruebas relevantes para el fallo:

1. Copia auténtica del contrato de concesión Nro. 16569, para mediana minería otorgada por el Ministerio de Minas y Energía al señor Ricardo Vanegas Sierra, como concesionario, el cual es titular de la licencia de exploración Nro. 16569. El objeto del contrato es el de explotación y apropiación de materiales de construcción, asociados o en liga íntima o como resultado de subproductos de la explotación. El área del contrato de concesión se encuentra dentro de la jurisdicción del Municipio de la Calera- Departamento de Cundinamarca-. La duración del contrato es de 30 años contador a partir de su inscripción en el Registro Minero. Como obligaciones contractuales se estipulo el deber de cumplir con las normas de protección del medio ambiente y el debido pago por concepto de regalías y sus relacionados, abstenerse de efectuar la explotación fuera del área otorgada o en zonas prohibidas, entre otras obligaciones. Como derecho el concesionario puede ceder sus derechos y subcontratar la explotación, previo permiso del Ministerio de Minas y Energía. En la cesión parcial serán solidariamente responsables tanto el cedente como el cesionario. El Ministerio podrá declarar la caducidad del presente contrato. “(…) CLÁUSULA DÉCIMA QUINTA.- SUSPENSIÓN DE TÉRMINOS-. EL CONCESIONARIO se compromete para con el MINISTERIO a la cumplida ejecución del contrato, salvo la ocurrencia de fuerza mayor o caso fortuito, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley 95 de 1980, caso en el cual tendrá derecho a la suspensión del plazo, a juicio del ministerio de Minas y Energía quien fijará el término de dicha suspensión, siempre que la fuerza mayor o el caso fortuito no imposibiliten la ejecución del contrato en forma definitiva. (…).” (Fl 108 C.2). 

2. Copia auténtica de la Resolución Nro. 0421-CAR- de 17 de marzo de 1997, por la cual se ordena la ejecución de un plan de manejo y restauración ambiental, en el que se señala, que en el inciso 2º del artículo 61 de la Ley 99 de 1993, el Ministerio del Medio Ambiente, expidió la Resolución 0222 de 3 de agosto de 1994, por la cual se determinaron las zonas compatibles para la explotaciones mineras de materiales de construcción en la Sabana de Bogotá. Que las actividades mineras que estén localizadas fuera de las zonas delimitadas de la presente resolución deben presentar dentro de los 6 meses a la presente resolución el plan de manejo y restauración ambiental ante la autoridad competente. Que el señor Ricardo Vanegas Sierra, titular del contrato de concesión 16569 e inscrito en el Registro Minero, presentó el correspondiente estudio de restauración ambiental. “(…) RESUELVE: Ordenar al señor Ricardo Vanegas Sierra ejecutar el plan de manejo y restauración ambiental para la actividad extractiva de material de construcción. (…)”. (Fl 110 C.2). 

3. Copia auténtica de la Resolución Nro. 701352 de 26 de octubre de 1998, expedida por el Ministerio de Minas y Energía, por medio de la cual resolvió declarar perfeccionada la cesión de los derechos que el señor Ricardo Vanegas tiene en el contrato 16569 a favor de la Sociedad Constructora Palo Alto y Cía S. en C. (Fl 115 C.2). 

4. Copia simple del memorial Nro. 002954 radicado en MINERCOL LTDA., por medio de la cual, el representante de la Sociedad Constructora Palo Alto y Cia S en C., titular de los contratos de concesión Nro. 16569 y 16715, solicita la suspensión de términos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 numeral 3º del Decreto 2655 de 1988, (Código de Minas) y en virtud de la Resolución 0311 de 2001. (Fl 116 C.2). 

5. Copia simple de la Resolución Nro. 0074 de 27 de enero de 2004, por medio de la cual se delegan unas funciones a INGEOMINAS, con fundamento en la Ley 489 de 1998 y 685 de 2001. (Fl 75 C.2). 

6. Certificado de Existencia y Representación Legal de la CONSTRUCTORA PALO ALTO & CIA. S. EN C., expedida por la Cámara de Comercio de Bogotá. (Fl 49 C. 1). 

7. Copia auténtica de la Resolución- INGEOMINAS- SFOM Nro. 085 de 27 de octubre de 2005 en la que se señaló: “(…) Que en consideración a que no se configura la circunstancias de fuerza mayor de que trata el artículo 52 de la Ley 685 de 2001, lo que no impide llevar a cabo las labores mineras dentro del Contrato número 16569, no se accede a suspender los términos de dicho contrato.” (Fl 51 C.1). 
8. Copia auténtica de la Resolución- INGEOMINAS- SFOM Nro. 069 069 de 15 de marzo de 2006, por medio de la cual se resuelve un recurso de reposición y se toman otras determinaciones dentro del contrato de concesión Nro. 16569.  Señaló que si bien la Resolución 0311de 2001 es un acto de autoridad al cual no es posible resistirse, no es considerado imprevisible, toda vez, que desde el 17 de marzo de 1997, mediante Resolución CAR 0421 se ordenó al titular del contrato, la ejecución del Plan de Manejo y Restauración Ambiental, para la actividad extractiva de materiales de construcción. Lo anterior, debido a que el predio donde se encuentra la explotación minera se considera incompatible con la minería, por cuanto la zona donde se ubica el contrato, hace parte del área de reserva forestal de los cerros orientales, que fueron declarados mediante Resolución Nro. 076 de 1977. Por otro lado, señaló que de conformidad con la Sentencia Nro. T-774 ordena en su artículo cuarto: 
“(…) que la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca CAR, tome las medidas procedentes y pertinentes para asegurar que en los terrenos donde se desarrollan los Contratos de Concesión Minera 16569, 16715 Y 15548 se dé cumplida y oportuna aplicación a las normas legales vigentes sobre medio ambiental y recursos naturales renovables, en especial del artículo 36 de la Ley 785 de 2001. (…) RESUELVE: ARTÍCULO PRIMERO.- Confirmar en todas y cada una de sus partes la Resolución Nro. SFOM 085 de octubre de 2005 por las razones expuestas en la parte motiva del presente proveído. ARTÍCULO SEGUNDO.- Por su parte ordenar a la Sociedad Constructora Palo Alto y Cía S en C., en cumplimiento del artículo 36 de la Ley 685 de 2001 y lo ordenado por la Corte Constitucional, el retiro y desalojo inmediato de las obras y labores mineras adelantadas, dentro del área del contrato de concesión Nro. 16569, por las razones
 expuestas en la parte motiva del presente proveído. (…).”  (Fl 58 C.1).  

9. Copia auténtica en la que se certifica que la Resolución SFOM Nro. 069 de 15 de marzo de 2006, fue notificada al señor RICARDO VANEGAS SIERRA el 5 de abril de 2006. (Fl 60 C.1).

10. Copia simple de la Resolución Nro. 50991 de 4 de enero de 1993, por medio de la cual se otorgó al señor RICARDO VANEGAS SIERRA licencia número 16569, para la exploración técnica de un yacimiento de materiales de construcción. (Fl 62 C.1). 

11.  Copia simple de los registros mineros de los contrato de concesión Nro. 16569, con fecha de registro de 9 de febrero de 1993. (Fl 65 C. 1). 

12.  Copia simple de la Resolución Nro. 0311 de 27 de febrero de 2001, por medio de la cual se ordena la suspensión inmediata de la actividad minera, se establece la improcedencia del desarrollo de una actividad minera y se dictan otras disposiciones, dentro del cual se lee: 
“(…) Que de conformidad con lo previsto en la Resolución Nro. 222 de 1994, proferida por el Ministerio de Medio Ambiente, en concordancia con el artículo 61 de la Ley 99 de 1993, los predios en cuestión, son incompatibles con la explotación, y por ello, cualquier actividad extractiva que se realice sobre estos predios debe tener como propósito fundamental el manejo y restauración de los frentes existentes, tal y como lo prevé el respectivo Plan de Manejo y Restauración Ambiental. Que de conformidad con lo dispuesto en el numeral sexto del artículo 1º de la Ley 99 de 1993, las autoridades ambientales deben obrar atendiendo al principio de precaución, conforme al cual, cuando exista peligro o daño grave e irreversible, la falta de certeza absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del medio ambiente. (…) RESUELVE: (…) Artículo Segundo: Ordenar la medida preventiva de suspensión inmediata de la extracción minera propiamente dicha, que efectúa el señor Ricardo Vanegas Sierra y/o la Sociedad Constructora Palo Alto y Cía. S en C., de un yacimiento de materiales de construcción. (…)”  (Fl 81 C.1). 

13.  Copia simple de la diligencia de suspensión de explotación minera del 14 de marzo de 2001, en la que hace constar la asistencia del Inspector Municipal de Policía en concurso con el señor personero municipal. (Fl 89 C.1). 
14.  Copia simple de la sentencia del Consejo de Estado. Expediente Número: 25000232500020010039801. Actor: Asociación de Usuarios del Acueducto San José del Triunfo. Acción Popular. Sentencia de 8 de mayo de 2003, que resuelve la impugnación contra la providencia dictada el 15 de octubre de 2002 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, dentro de la cual se lee: 
“(…) Los hechos constatados por la CAR y ratificados en las resoluciones de suspensión constituyen prueba suficiente de afectación y amenaza de los derechos colectivos al medio ambiente sano y a la existencia del equilibrio ecológico y al manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, no exactamente por haberse producido la explotación minera en las zonas de reserva forestal, sino porque no se dio cumplimiento a los Planes de Manejo Y Restructuración Ambiental. (…) Se observa que la CAR en ejercicio de sus facultades legales, habría podido disponer en el acto en que ordenó la suspensión de las actividades de explotación minera en la zona de la Calera, que los titulares de los derechos mineros adelantaran acciones tendientes a recuperar y restaurar los recursos naturales y el medio ambiente dentro de plazos perentorios y no permitir el abandono de la zona con las consecuencias ambientales que fueron determinadas por esta misma entidad, en el dictamen pericial.  (…) FALLA: PRIMERO.- Revócase la sentencia dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “C” el 15 de octubre de 2002, en su lugar se dispone proteger los derechos e intereses colectivos al goce de un ambiente sano y a la preservación del equilibrio ecológico así como el manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución y la preservación y restauración del medio ambiente. SEGUNDO.- Para la protección de estos derechos, la empresa Constructora Palo Alto y Cía S. en C. iniciará dentro de los ocho (8) días siguientes, contados a partir de la notificación de la presente providencia, las acciones necesarias para dar aplicación plena y cabal al Plan de Manejo y Restauración Ambiental ordenado por la Resolución Nro. 0421 de 17 de marzo de 1997 expedida por la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca. (…)”  (Fl 96 C.1). 

15.  Copia simple de la Resolución Nro. 0366 de 14 de abril de 2004, por medio de la cual se levanta una medida preventiva y se adoptan otras determinaciones, dentro de la cual se lee: 
“(…) Así las cosas, este Despacho considera que las actividades enmarcadas dentro del anterior supuesto estaban amparadas legalmente para continuar sus actividades mineras de prospección, exploración, explotación, beneficio de materiales de construcción dentro de las áreas de explotación, en razón a que contaban con las autorizaciones mineras que se requerían de acuerdo con la normatividad vigente en este momento, siempre y cuando cumplieran con la obligación de presentar dentro de los (6) meses siguientes a la expedición de la Resolución 222 de agosto 3 de 1994 el Plan de Manejo y Restauración Ambiental requeridas para prevenir, mitigar, compensar y corregir los efectos o impactos negativos al medio ambiente. (…) Aclarándose que el incumplimiento por parte de los beneficiarios de dichos títulos mineros de ésta obligación, daría lugar a la imposición de sanciones establecidas en la legislación ambiental.  (…) por lo tanto, como ya se expuso, no cabe dudas en relación con el amparo que tiene la actividad del señor Ricardo Vanegas Sierra y/o Constructora Palo Alto y Cia. S en C., en el régimen de transición definido en el artículo 6 de la Resolución 222 de 1994, motivo por el cual resulta imperativo levantar la medida de suspensión de actividades impuesta mediante la Resolución 311 de febrero 27 de 2001, a efectos de que se inicien las acciones necesarias para dar aplicación plena y cabal al Plan de Manejo y Restauración Ambiental ordenado por la Resolución Nro. 0421 de 17 de marzo de 1997, en cumplimiento del fallo proferido por el Honorable Consejo de Estado de fecha 8 de mayo y 3 de julio de 2003. Para tal efecto, el señor Ricardo Vanegas y/o Constructora Palo Alto y Cía S en C., deberá implementar las medidas que se determinarán en la parte resolutiva de este acto administrativo y que se encuentran en el Concepto Técnico SGAC Nro. 104 de Marzo 23 de 2004.”  (Fl 183 C.1).    

16. Copia simple del oficio Nro. 607940 de 12 de mayo de 2006, por medio del cual el Ministerio de Minas y Energía señaló: “(…) Analizados los documentos que fueron allegados, se advierte que podría presentarse una inconsistencia en la expedición de la Resolución Nro. 069 de 15 de marzo del presente año, por lo cual recomendamos la revisión de los actos administrativos expedidos. (…)” (Fl 190 C.1). 
17. Copia simple de la Resolución de INGEOMINAS-SFOM- Nro. 111 de 15 de mayo de 2006, por medio de la cual se revoca parcialmente la Resolución INGEOMINAS- SFOM- Nro. 069 de 15 de marzo de 2006, dentro de la cual se lee: 
“(…) Por otra parte y como se expuso anteriormente, el artículo segundo de la Resolución SFOM-069 de 15 de marzo de 2006, se profirió con fundamento en la Ley 685 de 2001. Dicha ley rige desde su promulgación, esto es, el 15 de agosto de 2001. Y como quiera que el contrato de concesión afectado por la decisión administrativa anteriormente mencionada se celebró el 12 de julio de 1993, puede verificarse de manera inequívoca, que en el presente caso, la Administración emitió un acto fundamentado en una norma no preexistente al acto imputado, vulnerando de esta manera la Constitución y las leyes. (…) Por lo anterior, se procederá a confirmar el artículo primero de la Resolución SFOM-085 de 27 de octubre de 2005, Revocando el artículo segundo de la Resolución SFOM-069 de 15 de marzo de 2006, en lo atinente a la orden de desalojo y retiro de las labores mineras dentro del área del contrato.” (Fl 191 C.1).  
18.  Copia simple de la Resolución-CAR- Nro. 001650 de  31 de diciembre de 2004, por medio de la cual, se declara improcedente un plan de manejo, recuperación y restauración ambiental, en la cual se lee en la parte resolutiva, “ARTÍCULO PRIMERO: Declarar improcedente el Plan de Manejo y Recuperación Ambiental y/o Estudio de Restauración Ambiental sometido a consideración de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca-CAR- por la Sociedad Palo Alto y Cía. S. En C., para el contrato de concesión minera Nro. 16715. (…)”. (Fl 198 C.1).    

3. Análisis del caso concreto

3.1 Legitimación en la causa por pasiva

Previamente, la Sala considera pertinente hacer referencia a la sentencia de 18 de marzo de 2015, la cual versó sobre el alcance de la falta de legitimación en la causa, así: 

“La legitimación en la causa consiste, de un lado, en ser titular de la relación jurídica, del derecho o del interés que se invoca como fundamento de las pretensiones que se aducen, y, de otro lado, en ser el sujeto frente a quien deben aducirse y controvertirse esas concretas pretensiones. (…) Por consiguiente, la legitimación en la causa no es un presupuesto procesal sino una condición necesaria para obtener una sentencia favorable a las pretensiones. (…) En efecto, si quien carece de legitimación en la causa son los demandantes, o alguno de ellos, no se puede acceder a las pretensiones que aducen toda vez que no ostentan la titularidad de la relación jurídica, del derecho o del interés sustancial que les sirve de soporte a sus pedimentos; y si quienes no están legitimados en la causa son los demandados, o alguno de ellos, ninguna pretensión puede ser concedida en su contra puesto que lo pretendido ha debido controvertirse con otro u otros sujetos. (…) Luego, la falta de legitimación en la causa jamás conduce a una sentencia inhibitoria sino a una decisión de fondo que desestima las pretensiones de la demanda en relación o frente a quienes no están legitimados, según sea el caso.”
  

Ahora bien, la Sala igualmente observa, que  mediante Resolución Nro. 180074 de 27 de enero de 2004, el Ministerio de Minas y Energía delegó en INGEOMINAS, las funciones que eran de su competencia como autoridad minera y concedente de los contratos en los términos de la Ley 685 de 2001. De dicha  resolución, se desprende claramente, que el Ministerio de Minas y Energía es la autoridad minera nacional,
 pero que al no contar con la infraestructura necesaria para el desempeño de sus funciones que como autoridad minera le competen, delegó ciertas funciones al INGEOMINAS en virtud del artículo 14 de la Ley 489 de 1998
 y el artículo 324 de la Ley 685 de 2001.
 
La Sección Tercera, en cuanto a la delegación administrativa de funciones en relación con la legitimación en la causa por pasiva, puntualizó:

“Esta última, (delegación de funciones) como figura jurídica por medio de la cual el Estado emprende la acción administrativa enderezada a alcanzar sus cometidos valiéndose de la cesión, previa autorización legal para efectuarla, de ciertas funciones que corresponden a una determinada autoridad pública, a otra que las ejerce en nombre de aquella, cuestión que vino a ser objeto de regulación en el artículo 211 constitucional. La delegación de funciones administrativas constituye, entonces, un importante mecanismo para desarrollar la gestión pública con eficacia, economía y celeridad, como quiera que mal podría desconocerse que los servidores públicos que tienen a su cargo la representación de las entidades públicas las más de las veces carecen de la posibilidad de atender directamente todas las funciones que estatutaria, legal y constitucionalmente les han sido asignadas. De allí que con base en los mencionados y otros preceptos constitucionales que se ocupan de la comentada noción, la figura de la delegación administrativa pueda conceptualizarse como un instrumento jurídico de la actividad pública mediante el cual un funcionario u organismo competente transfiere, en las condiciones señaladas en el acto de delegación y en la ley, a uno de sus subalternos o a otro organismo, una determinada atribución o facultad, siempre y cuando se encuentre legalmente autorizado para ello.

(…) 

Son varias las características de la delegación a las cuales, en precedentes ocasiones, se ha referido la jurisprudencia de esta Corporación: a. En primer término, se ha señalado que la finalidad para la cual ha sido creada consiste en posibilitar una distribución de competencias entre las diversas instancias de la Administración, que facilite el cumplimiento de las tareas a ella asignadas con mayores eficiencia, eficacia y celeridad. b. En segundo término, se ha indicado que la delegación es una excepción al principio de la improrrogabilidad de la competencia, razón por la cual la antedicha delegación debe estar regulada por la ley. Corolario de lo anterior es la exigencia de autorización legal previa para que pueda producirse la delegación o, en otros términos, la restricción consistente en que las autoridades públicas sólo podrán delegar el ejercicio de aquellos asuntos que el legislador expresamente ha autorizado como susceptibles de la multicitada  delegación. En esta lógica encuadra la previsión contenida en el artículo 211 de la Carta en el sentido de que la ley deberá fijar las condiciones para que las autoridades administrativas puedan delegar. c. También se ha remarcado que “la delegación no implica la pérdida de la titularidad sino la transferencia del ejercicio de la competencia”. Dos aspectos interesa destacar de esta afirmación: el primero, que en la medida en que la delegación es esencialmente revocable y en cualquier momento el delegante puede reasumir la competencia delegada, se transfiere tan sólo el ejercicio, mas no la titularidad de la misma, la cual se mantiene siempre en el catálogo de funciones asignadas por la ley al empleo público correspondiente. Y, el segundo, que si bien tanto la ley y la jurisprudencia (recién citada( como la doctrina han señalado, en no pocas ocasiones que “el objeto de la delegación es la competencia o autoridad que ostenta el delegante para ejercer las funciones de su cargo”, es lo cierto que el propio Constituyente colombiano zanjó la cuestión al establecer que lo delegable son las funciones propias del cargo del cual se trate (artículos 196 inciso 4, 209 y 211 constitucionales(. d. En cuanto a los recursos que proceden contra los actos administrativos expedidos por el delegatario, en ejercicio de las facultades delegadas (asunto cuya determinación el artículo 211 de la Constitución Política defiere al legislador( según la redacción del primer inciso del artículo 12 de la Ley 489 de 1.998, se ha señalado que “como quiera que el delegatario actúa como si lo estuviera haciendo el delegante”, contra las decisiones que aquél adopta en ejercicio de las atribuciones delegadas proceden los mismos recursos que sería viable ejercer en contra de los actos administrativos proferidos por éste (quien, como se ha dicho, mantiene la titularidad de la competencia delegada(. e. En lo atinente a la improcedencia, en algunos eventos, de acudir a la delegación; a las calidades que deben concurrir en el delegante; a la naturaleza discrecional de la facultad de delegar; a los elementos a tener en cuenta en el acto administrativo mediante el cual se delega y a las diversas posibilidades que en cuanto al sujeto delegatario ofrece el ordenamiento. f.  Por último, en relación con la responsabilidad de delegante y delegatario una vez se ha producido la delegación, la cuestión parecería no ofrecer complejidad alguna si se tiene en cuenta que la previsión contenida en el inciso segundo del artículo 211 de la Constitución parece ser contundente: “La delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual corresponderá exclusivamente al delegatario”. Sin embargo, la Corte Constitucional abordó el punto al estudiar la constitucionalidad del parágrafo 4º del artículo 2 de la Ley 678 de 2.001, norma por cuya virtud, en materia contractual, el acto de delegación no exime de responsabilidad al delegante, quien, en consecuencia, puede ser llamado a responder solidariamente con el delegatario por vía de acción de repetición o de llamamiento en garantía.

(…)”

Ahora bien, en cuanto a la responsabilidad del delegante, se precisó: 

“(…) 

Siempre que el demandante dirija sus ataques en la demanda y satisfaga las exigencias probatorias correspondientes, en aras de acreditar que el delegante tuvo participación o incidencia, por ejemplo, en la configuración de la desviación de poder, la falsa motivación, el vicio de procedimiento, etcétera, en el cual encuentre el juez incurso al acto administrativo sobre cuya legalidad decide, nada obsta para que, atendidas las circunstancias del caso concreto, también pueda deducirse responsabilidad al delegante, más allá de la que le quepa al funcionario o entidad pública delegataria. Sin embargo, es esto último, precisamente, lo que no ocurre en el caso sub examine, en el cual las pretensiones de la demanda, el concepto de la violación del ordenamiento en la cual se aduce que incurren las resoluciones atacadas y la actividad probatoria propuesta y desplegada, apuntaron de manera única y exclusiva en contra del trámite y el sentido de las decisiones adoptadas por el delegatario de las facultades para resolver sobre las solicitudes de licencia de explotación minera implicadas, sin que se formulase cargo alguno (ni mucho menos se aportase el soporte probatorio pertinente( en contra de la autoridad delegante o de su actividad en relación con el ejercicio que la Secretaría de Minas y Energía de la Gobernación de Antioquia hizo de las atribuciones delegadas, en el caso concreto. Es la anterior (y no el hecho de que la delegación en ningún caso posibilitaría deducir responsabilidad al delegante respecto de facultades conducentes a la expedición de actos administrativos( la razón que justifica que se declare que el Ministerio de Minas y Energía carece de legitimación material en la causa por pasiva en el presente caso, circunstancia de la cual se deriva (según se explicó en apartado precedente( la ausencia de un requisito, anterior y necesario, indispensable para proferir una eventual condena en su contra.”
  

En este mismo orden de ideas, la Sala, en un caso similar de delegación dispuso:

“El presente caso corresponde a un evento de delegación administrativa de una entidad de carácter nacional a una entidad territorial, en virtud de la cual, la segunda será la responsable de los efectos positivos o negativos que genere alguna decisión adoptada en ejercicio de la competencia delegada, no obstante lo anterior, la primera conservará el deber de vigilancia y control, tal cual quedó estipulado en el artículo quinto de la resolución antes señalada. Dicho lo anterior, advierte la Sala que la excepción propuesta por el apoderado judicial del Ministerio de Minas y Energía esta llamada a prosperar. (…) En razón a que los actos administrativos demandados fueron expedidos en ejercicio de la competencia delegada por parte del Ministerio de Minas y Energía, será esta la entidad que deberá responder por los efectos de los actos administrativos aquí demandados. (…) El artículo 263 del Decreto 2655 de 1988 (norma vigente para la fecha de la delegación), le autorizaba al Ministerio de Minas y Energía delegar en entidades de carácter seccional o local las funciones atribuidas por dicha norma. Atendiendo a ello, se expidió la Resolución N° 3-1903 del 30 de septiembre de 1992, por la cual se resolvió delegar en el departamento de Antioquia – Secretaría de Minas y Energía el trámite de todos los negocios mineros dentro de su jurisdicción, estableciendo eso sí, unas excepciones a dicha delegación.”
 
De conformidad con el precedente expuesto, para el caso concreto, la Sala encuentra fundada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva del Ministerio de Minas y Energía, toda vez que las pretensiones no están encaminadas a que la entidad haya tenido participación o incidencia en la configuración de la supuesta falsa motivación en las resoluciones expedidas por INGEOMINAS.

Lo cierto es, que los actos administrativos demandados fueron expedidos por INGEOMINAS en ejercicio de la competencia delegada por parte del Ministerio de Minas y Energía, más aún, cuando no se relacionan las pretensiones con una falta de vigilancia, situación que en todo caso sería superada, dado que, fue el propio ministerio el que atendiendo la queja presentada por el señor Ricardo Vanegas Sierra (Representante del concesionario) y  advirtió a INGEOMINAS de la posible inconsistencia de la Resolución Nro. 069 de 15 de marzo de 2006 con relación a la orden de desalojo. 

3.2.  Caducidad

De conformidad al registro minero, el Contrato de Concesión Nro. 16569, se perfeccionó el 9 de febrero de 1993, con una vigencia hasta el año 2023. Ahora bien, el 5 de abril de 2006, durante la vigencia y ejecución del contrato, se le notificó al demandante, la negativa definitiva de la solicitud de suspensión del plazo de dicho contrato.

En este sentido, los motivos que sirven de fundamento para impetrar la acción, se presentaron con el acto de la administración de INGEOMINAS, consistente en no otorgarle al demandante la suspensión del plazo contractual, al margen del tracto sucesivo de las obligaciones. Por consiguiente, el término de caducidad aplicable al caso bajo examen, de conformidad al numeral 10 del artículo 136 del C.C.A., es de 2 años contados desde el 6 de abril de 2006, y como la demanda se presentó el 2 de agosto de 2006, la demanda fue presentada en término, tal cual lo consideró el Tribunal. 

3.3 Caso concreto 

Como aspecto procesal previo, debe la Sala precisar, que al haber sido recurrida la sentencia por la parte actora, conforme al artículo 357 del C.P.C.,
 el a quem resolverá sobre el objeto del recurso sin perjuicio de las excepciones señaladas por la jurisprudencia.

El apelante, solicitó que se haga una valoración íntegra del material probatorio, toda vez que el Tribunal desconoció parte de la documentación por estar en copia simple, e igualmente, solicitó la declaración de  nulidad parcial del acto administrativo SFOM Nro. 085 de 2005 y su confirmatorio SFOM Nro. 069 de 2006, por haber negado la suspensión provisional del plazo del contrato de concesión de explotación de la cantera, desconociéndose, según la parte actora, la realidad fáctica y jurídica de la imprevisibilidad e irresistibilidad de la fuerza mayor en el periodo comprendido de aproximadamente 3 años, como consecuencia de la Resolución Nro. 0311 de 2001 proferida por la CAR, la cual ordenó al titular minero la suspensión de la explotación como una medida preventiva medio ambiental; la que fue posteriormente levantada como consecuencia de la decisión adoptada por el Consejo de Estado en Acción popular 2001-0398 de 2003. 

Por lo anterior, el problema jurídico consiste en determinar si la Resolución Nro. 0311 de 2001 configuró la fuerza mayor, la cual diera lugar a la suspensión del plazo del contrato de concesión de explotación de los recursos no renovables. 

Ahora bien, en cuanto a la Resolución demandada SFOM Nro. 069 de 15 de marzo de 2006 por medio de la cual INGEOMINAS negó la suspensión del plazo, se señaló que la CAR mediante Resolución Nro. 0311 de 2001,
 había ordenado la suspensión inmediata de las labores mineras dentro del contrato 16569, al considerar que los predios donde se encuentra la explotación no habían cumplido con el Plan de Manejo y Restauración Ambiental, esto es, por encontrarse en una zona de especial protección.

En segundo lugar, INGEOMINAS hizo alusión a que la Resolución Nro. 0311 de 2001, proferida por la CAR, era un acto de autoridad al cual no es posible resistirse, lo que configuraría la irresistibilidad como elemento esencial de la fuerza mayor. Sin embargo, tal acto administrativo no es considerado imprevisible, toda vez, que el titular minero debía ejecutar el Plan de Manejo y Restauración Ambiental, y por tanto, era más que previsible el hecho de que adelantar la explotación en el área sin llevar a cabo las labores de recuperación impuestas por la autoridad ambiental conllevaría a la determinación de la medida, sin que este evento pueda considerarse como de fuerza mayor para suspender el plazo del contrato. 

Por otro lado, observa la Sala, que la medida de suspensión de la actividad minera fue levantada por la CAR, mediante la Resolución Nro. 0366 de 14 de abril de 2004 y que ésta se hizo en atención al fallo proferido por el Consejo de Estado de 8 de mayo de 2003. En dicho fallo, se concluyó que: 

“Los hechos constatados por la CAR y ratificados en las resoluciones de suspensión constituyen prueba suficiente de afectación y amenaza de los derechos colectivos al medio ambiente sano y a la existencia del equilibrio ecológico y al manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, no exactamente por haberse producido la explotación minera en las zonas de reserva forestal, sino porque no se dio cumplimiento a los Planes de Manejo y Restauración Ambiental, y procede en consecuencia, ordenar su protección por parte de los obligados a ejecutar dichos planes en cuanto concierne a la metas en ellos fijados y al incremento del deterioro que se haya generado como consecuencia de la inejecución o ejecución tardía de los mismos, así como los efectos causados por la suspensión de la protección ambiental subsiguiente a la de la explotación minera ordenada por la autoridad ambiental, lo cual se dispondrá en la parte resolutiva de esta sentencia. (…) FALLA: (…) SEGUNDO: Para la protección de estos derechos, la empresa Constructora Palo Alto y Cia S. en C., iniciará dentro de los ocho (8) días siguientes, contados a partir de la notificación de la presente providencia, las acciones necesarias para dar aplicación plena y cabal al Plan de Manejo y Restauración Ambiental, ordenado por la Resolución 0421 de 17 de marzo de 1997, expedida por la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca. (…)” (Subraya la Sala).

En este sentido en la precitada resolución se expuso: 

“Por otro lado, como ya se expuso, no caben dudas en relación con el amparo que tiene la actividad del señor Ricardo Vanegas Sierra y/o Constructora Palo Alto y Cía. S en C., en el régimen de transición definido en el artículo 6 de la Resolución 222 de 1994, motivo por el cual resulta imperativo levantar la medida de suspensión de actividades impuesta mediante la Resolución Nro. 311 de 27 de febrero de 2001, a efectos de que se inicien las acciones necesarias para dar aplicación y cabal al Plan de Manejo y Restauración Ambiental, ordenado por la Resolución Nro. 0421 de 17 de marzo de 1997, en cumplimiento al fallo proferido por el Honorable Consejo de Estado. (…)” 

Previamente y al margen de discutir si se configuró o no la fuerza mayor como consecuencia de la Resolución Nro. 311 de 2001, por medio de la cual la CAR ordenó la medida preventiva de suspensión inmediata de extracción de materiales de construcción de un yacimiento para la conservación y protección del medio ambiente, la Sala observa, que en todo caso, el titular minero (Constructora Palo Alto y Cia. S en C.), venía incumpliendo el Plan de Manejo Ambiental, y que si bien la medida fue levantada posteriormente por la CAR, se hizo con la finalidad primordial de que se reanudarán los trabajos tendientes alcanzar las metas fijadas en el Plan de Manejo Ambiental para igualmente sanear las irregularidades presentadas en la extracción minera. 

Así, tal como lo señaló el Tribunal, contrario a las afirmaciones realizadas por el demandante, el fallo proferido dentro de la acción popular y en el cual se fundamentó la CAR, existía prueba de la afectación y amenaza de los derechos colectivos al medio ambiente sano, a la existencia del equilibrio ecológico y al manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible dentro de la zona de reserva forestal protectora productora, de conformidad con el régimen de transición. 

Ahora bien, en cuanto a la institución de la fuerza mayor, la Sala en Sentencia de 12 de febrero de 2014, señaló respecto a su noción y características: 

“En primer término, tenemos que la fuerza mayor se define por el artículo 1º de la Ley 95 de 1890 que subrogó el artículo 64 del Código Civil el imprevisto a que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los autos (sic) de autoridad ejercidos por un funcionario público.” Esta definición contiene sus características esenciales, la imprevisibilidad y la irresistibilidad,  a lo cual se suma que el hecho debe ser externo al sujeto que lo padece, estos deben darse concurrentemente, de modo que si falta uno de ellos, ya no se estaría en presencia de una casual de exoneración de responsabilidad, por esta razón en cada caso concreto deben valorarse todos los elementos de juicio disponibles en el proceso, para llegar al convencimiento de que se configura la causal. Debe advertirse que para que se configure la causal de exoneración de responsabilidad por fuerza mayor, se requiere que el hecho sea determinante en la producción del daño y además de acuerdo con las normas procedimentales, la carga de la prueba radica en cabeza de quien alega la causal, en este caso la parte demandada debe probar en el proceso con el fin de obtener el reconocimiento de la causal y la consecuente exoneración de responsabilidad.”

La fuerza mayor es considerada en nuestro ordenamiento jurídico como causa eximente de responsabilidad, por cuanto viene a justificar el incumplimiento de la correspondiente obligación. 

Sobre el particular, el artículo 64 del Código Civil establece que se llama fuerza mayor al imprevisto que no es posible resistir y trae a colación varios ejemplos como: “(…) naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario público, etc.” (Subraya la Sala) 

Aunque el Decreto 2655 de 23 de diciembre de 1988, no hizo alusión expresa frente a la fuerza mayor en cuanto a las obligaciones contractuales, la Ley 685 de 2001, por su parte, dispuso en el artículo 52: 

“Fuerza mayor o caso fortuito. A solicitud del concesionario ante la autoridad minera las obligaciones emanadas del contrato podrán suspenderse temporalmente ante la ocurrencia de eventos de fuerza mayor o caso fortuito. A petición de la autoridad minera, en cualquier tiempo, el interesado deberá comprobar la continuidad de dichos eventos.” (Subraya la Sala). 

No obstante, teniendo en cuenta las normas vigentes al momento de suscribirse el contrato, en especial  el artículo 1º de la Ley 95 de 1890, que subrogó el artículo 64 del Código Civil, para que el hecho pueda configurar en efecto una fuerza mayor, deberá examinarse detalladamente de acuerdo a las circunstancias de cada caso particular si concurren los requisitos esenciales para su configuración. 

En este orden de ideas, la Sala comparte la posición del a-quo, en el entendido que INGEOMINAS consideró acertadamente que la expedición de la Resolución Nro. 0311 de 2001, no configuraba fuerza mayor, bajo los lineamientos de las normas preexistentes y armonizadas con las normas vigentes al momento de la suscripción del contrato, así como al momento de la solicitud de suspensión del plazo del mismo. Toda vez, que si bien, el acto de autoridad es irresistible, para este caso concreto, era plenamente previsible que de encontrase irregularidades en el Plan de Manejo Ambiental ordenado por la Resolución Nro. 0421 de 1997, la autoridad ambiental podía establecer como medida preventiva, la suspensión de las actividades, más aun cuando el sujeto no es externo a la producción del acto. 

Sin embargo, es importante aclarar, que con la orden de suspensión de las actividades por parte de la autoridad ambiental, se tenga como consecuencia jurídica la cesación de las obligaciones o contraprestaciones en torno a la explotación de los recursos no renovables. 

Por otro lado, se advierte que la fuerza mayor constituye una causal de justificación para el no cumplimiento de las obligaciones durante el tiempo que dure la eventualidad dentro la vigencia del contrato. Pero lo anterior, no es óbice, para que las partes acuerden la ampliación del plazo de ejecución del contrato como consecuencia de ocurrir la eventualidad, siempre que no haya impedimento legal. 

En gracia de discusión, aún en el evento en que la Resolución CAR Nro. 0311 de 2011 se tratara de una fuerza mayor que dé lugar a solicitar el reconocimiento de lo acordado en la Cláusula Decima Quinta,
 esto es, sobre la suspensión del plazo por el tiempo transcurrido de la fuerza mayor, se observa, que la duración del contrato de concesión tiene como fundamento un plazo único legal de 30 años contados a partir de su inscripción en el registro mercantil, por lo que admitir una prórroga superior a ese plazo, sería contrario a lo estipulado legalmente. 

Así, el Decreto 2655 de 23 de diciembre de 1988, en el artículo 69 previó: 

“La duración de los contratos de concesión será de treinta (30) años contados a partir de su inscripción en el Registro Minero. Los trabajos y obras de desarrollo y montaje, se realizarán en los plazos señalados en el Programa de Trabajos e Inversiones aprobado y deberán estar terminados dentro de los cuatro (4) primeros años. Es entendido que el tiempo no utilizado en las obras y trabajos mencionados se agregara al período de explotación.”

En este mismo sentido, el legislador posteriormente en la Ley 685 de 15 de agosto de 2001, dispuso: “Artículo 70. Duración total. El contrato de concesión se pactará por el término que solicite el proponente y hasta por un máximo de treinta (30) años. Dicha duración se contará desde la fecha de inscripción del contrato en el Registro Minero Nacional.” 
Por los argumentos expuestos, se tiene que la fuerza mayor es una causal eximente de la responsabilidad de las obligaciones contraídas dentro de la vigencia del contrato, y que en el presente caso, no se configuró por ser previsible y no exógena al sujeto que la soportó, toda vez, que el incumplimiento de las metas ambientales por parte de éste podían acarrear la suspensión de la actividad minera. 

Por lo tanto, la Sala advierte, que en el presente caso, no se configuró la falsa motivación alegada por el demandante. 

4. Condena en costas. 

No hay condena en costas a la parte actora, porque de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, sólo hay lugar a su imposición, cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y como en este caso no se vislumbra que aquella hubiese actuado de esa manera, no se hará condena alguna en ese sentido.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C” administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA:

PRIMERO: Confirmar la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera –Subsección A-, de 16 de septiembre de 2010, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: Sin condena en costas

TERCERO: En firme esta providencia, envíese el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo, previas las anotaciones de rigor.

Cópiese, Notifíquese y Cúmplase

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidenta

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Magistrado

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

Magistrado
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� “La autoridad minera, al hacer delegación de funciones en las demás autoridades, acordará con estas la adopción de sistemas y ayudas técnicas de operación y comunicación que garanticen un eficiente desempeño de las funciones delegadas y un permanente y completo flujo de mutua información. Será responsabilidad de dicha autoridad minera que las funciones delegadas sean ejecutadas bajo los principios de legalidad, celeridad, economía y eficacia.”
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� “Artículo. 357. COMPETENCIA DEL SUPERIOR. La apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante, y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, salvo que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquélla. Sin embargo, cuando ambas partes hayan apelado o la que no apeló hubiere adherido al recurso, el superior resolverá sin limitaciones…”(Subraya la Sala).
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� “(…) CLÁUSULA DÉCIMA QUINTA.- SUSPENSIÓN DE TÉRMINOS-. EL CONCESIONARIO se compromete para con el MINISTERIO a la cumplida ejecución del contrato, salvo la ocurrencia de fuerza mayor o caso fortuito, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley 95 de 1980, caso en el cual tendrá derecho a la suspensión del plazo, a juicio del ministerio de Minas y Energía quien fijará el término de dicha suspensión, siempre que la fuerza mayor o el caso fortuito no imposibiliten la ejecución del contrato en forma definitiva. (…).”








